
El Seminario Universitario de Gobernabilidad y 
Fiscalización, SUG, es uno de los seminarios per-
manentes adscritos a la Secretaría de Desarrollo 
Institucional de la Universidad Nacional Autónoma 
de México, la cual articula sus tareas en torno a la 
innovación académica y al fortalecimiento institu-
cional, en concordancia con el Plan de Desarrollo 
establecido por la Rectoría de la UNAM.
El SUG tiene su sede en la Facultad de Contadu-
ría y Administración (FCA) y desde su fundación en 
septiembre de 2014 organiza y lleva a cabo confe-
rencias, mesas redondas y otras actividades aca-
démicas, alentando la investigación y la discusión 
sobre la gobernabilidad y la fiscalización, sus bases 
conceptuales y otras reflexiones críticas, así como 
múltiples temas relacionados con dichos principios.
Promueve el intercambio de experiencias, la coo-
peración de instituciones con expertos nacionales y 
de otros países, realiza actividades editoriales para 
divulgar sus trabajos y contribuir a la mejor compren-
sión y cumplimiento de los dos postulados objeto de 
su estudio y de otros conceptos fines, tales como: 
ética pública, auditoría y evaluación del desempeño, 
administración y control gubernamental, rendición de 
cuentas, gobierno corporativo e información de las 
organizaciones.

Las reformas constitucionales de 2014 son un referente importante en 
el combate a la corrupción, cáncer social que ocupa un lugar priorita-
rio en la agenda nacional.

Entre estas reformas, está la transición de la Procuraduría General 
de la República a la Fiscalía General de la República, y con ello a 
la creación de la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la 
Corrupción, cuya titular y responsables del inicio de actividades es 
la doctora María de la Luz Mijangos Borja, quien comparte la im-
portancia del dictamen contable para cumplir con la procuración de 
justicia; lo que nos permite reafirmar la relevancia de la profesión 
contable y analizar los retos que los peritos contables enfrentan en 
esta especialización.
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Presentación

De acuerdo con los últimos datos que reporta la Encuesta 
Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental, ENCIG 
2021, sobre la percepción que los mexicanos tenemos en 
materia de corrupción y confianza en las instituciones 
públicas que elabora el Instituto Nacional de Estadística 
y Geografía, INEGI, señala que 86.3% de la población 
considera frecuentes los actos de corrupción en las insti-
tuciones de gobierno y, puntualiza que representan cuan-
tiosas pérdidas al erario, dañando y afectando con ello a la 
sociedad y la credibilidad en ellas. 

A pesar del reto que aún tenemos por erradicar este 
cáncer social, es importante señalar que 2014 es referente 
en esta lucha, por ser el año en que se concretaron una 
serie de reformas constitucionales que refrendaron el 
compromiso por atender y combatir la corrupción. Se 
suele tener presente, como un paso importante de dichas 
reformas, la creación, en 2015, del Sistema Nacional Anti-
corrupción, que ha hecho evidente la importancia de la 
coordinación entre las distintas instancias de todos los 
órdenes de gobierno, para reforzar la prevención, 
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detección y generación de acciones para combatir la 
corrupción, destacando, entre otros, la relevancia que 
tiene la aplicación de sanciones a faltas administrativas y 
hechos de corrupción.

Como parte de estas reformas constitucionales, 
está la transición que experimentó la Procuraduría Gene-
ral de la República para convertirse en Fiscalía General 
de la República, FGR, lo que conllevó a reforzar una 
serie de mecanismos específicos, como la investigación 
de los delitos, destinados a integrar los elementos nece-
sarios para ejercer una justicia efectiva, apegada a dere-
cho y por supuesto, que contribuya a combatir la 
inseguridad y a prevenir faltas, considerando con espe-
cial interés las de corrupción.

Para la realización de las funciones y atribuciones 
de la FGR, especialmente las relacionadas con los servi-
cios periciales, técnicos y de análisis, es imperioso for-
talecer áreas específicas de profesionalización para 
cumplir, de manera efectiva, con su cometido. Este es el 
caso de los dictámenes o peritajes contables en las inves-
tigaciones penales.

Si bien, ya se ha destacado la relevancia de la coor-
dinación como condición necesaria para combatir la 
corrupción, también debe enfatizarse la pertinencia del 
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trabajo multidisciplinario, específicamente el que llevan 
a cabo los peritos contables especializados en ciencias y 
técnicas contables, cuyos informes, basados en elemen-
tos sólidos y apegados a las normas correspondientes, le 
dan fundamento a las investigaciones que se realicen. 

La importante labor que llevan a cabo los peritos 
contables, evidencia la relevancia que tiene la profesión con-
table en el área penal y la procuración de justicia.

Ante esta perspectiva y, en el marco de las activida-
des permanentes del Seminario Universitario de Gober-
nabilidad y Fiscalización, hemos invitado a la doctora 
María de la Luz Mijangos Borja, fiscal especializada en 
materia de combate a la corrupción de la Fiscalía General 
de la República, para que nos comparta la experiencia de 
tener bajo su responsabilidad el inicio de operaciones  
de esta Fiscalía Especializada y de los aspectos que ha 
identificado como prioridad y reto para que dicha enti-
dad cumpla con su objetivo.

Dr. Alfredo Adam Adam

Coordinador del Seminario Universitario 

 de Gobernabilidad y Fiscalización
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El dictamen contable 
en el ámbito penal

El dictamen contable puede ser una herramienta esencial 
en las investigaciones penales, específicamente en aqué-
llas de probables delitos por hechos de corrupción. Este 
artículo se dividió en tres partes. En la primera, se explica 
qué son los procesos penales. Después se comenta sobre la 
importancia de los dictámenes contables en los procesos 
penales en general y, en particular, para las investigaciones 
de delitos por hechos de corrupción. Finalmente, se men-
cionan algunas ideas para ir transitando hacia dictámenes 
contables de delitos por hechos de corrupción. 

Reforma constitucional y procesos penales 
por corrupción
En 2014 se reformó la Constitución y, en los años siguien-
tes, se aprobaron nuevas leyes o reformas a las ya existen-
tes para crear el Sistema Nacional Anticorrupción (SNA)1 

1  “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposicio-
nes de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia 
político-electoral”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de fe-
brero de 2014.
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En el ámbito penal, la reforma de 2014 dio pie a la transi-
ción de la Procuraduría General de la República a la Fis-
calía General de la República (FGR) que va más allá de un 
simple cambio de nombre. En términos del artículo 102 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM) la Fiscalía General de la República se convirtió 
en un órgano constitucional autónomo que, por primera 
vez en la historia de México, ya no dependería del Ejecu-
tivo y tendría personalidad jurídica y patrimonio propio. 

Posteriormente se consideró que la autonomía téc-
nica podría ser tanto para las diversas áreas que llevaran 
a cabo las investigaciones penales como también para las 
encargadas de actividades de apoyo que, incluyen el 
trabajo de peritos, policías y analistas. La organización 
de estas actividades de apoyo también experimentó 

Las otras leyes relacionadas con el Sistema Nacional Anticorrupción son las 
siguientes; todas, excepto la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la Repúbli-
ca, se publicaron en el DOF el 18 de julio de 2016. 

1.	 Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción (nueva ley).
2.	Ley General de Responsabilidades Administrativas (nueva ley).
3.	Código Penal Federal (reforma).
4.	Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (reforma).
5.	Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República (nueva ley, publica-

da en el DOF el 14/12/2018). Quedó derogada con la publicación de la 
Ley de la Fiscalía General de la República, publicada en el DOF el 
20/05/2021.

6.	Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa (nueva 
ley).

7.	 Ley General de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación 
(nueva ley).
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cambios con la transición de la Procuraduría a la Fiscalía 
General de la República. En la última Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de la República, promulgada en 
2009, y su Reglamento, había áreas específicas dedicadas 
a cada una de las actividades de apoyo. Los peritajes esta-
ban a cargo de la Coordinación General de Servicios 
Periciales, a la Policía Federal Ministerial correspondían 
las funciones policiales y, el Centro Nacional de Planea-
ción, Análisis e Información para el Combate a la Delin-
cuencia, como órgano desconcentrado de la Procuraduría, 
era responsable del análisis de información relacionada 
con la delincuencia. 

Cuando se aprobó la Ley Orgánica de la Fiscalía 
General de la República en 2018, se determinó que la Coor-
dinación de Métodos de Investigación, sería la única uni-
dad administrativa responsable de coordinar y asignar 
los servicios periciales, la policía de investigación, técni-
cos y analistas dentro de la Fiscalía General de la Repú-
blica. Más adelante, con la entrada en vigor en 2021 de la 
Ley de la Fiscalía General de la República y en 2023 del 
Estatuto Orgánico correspondiente, se mantuvo el mismo 
espíritu de que una sola unidad administrativa estuviera 
encargada de esas tres actividades de apoyo a la función 
ministerial. En tal virtud, la actual Agencia de Investiga-
ción Criminal cuenta, entre otras instancias, con el 
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Centro Pericial Forense, la Policía Federal Ministerial y 
el Centro Federal de Inteligencia Criminal. 

Como parte de las reformas que dieron lugar al 
SNA se estableció un Comité Coordinador (CC) inte-
grado por siete instituciones que participan en el combate 
a la corrupción y, cuyo propósito es vincular y coordinar 
los esfuerzos en la materia. La Fiscalía Especializada en 
materia de Combate a la Corrupción (FEMCC) tiene un 
lugar relevante dentro del CC del SNA en tanto que es la 
instancia que investiga −es decir, procura justicia sobre− 
los posibles delitos por hechos de corrupción. 

Procesos penales
De acuerdo con el artículo 211 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales (CNPP) el proceso penal consta 
de tres etapas: la primera, es la investigación que se lleva 
a cabo en la Fiscalía General de la República. La segunda, 
es la intermedia o de preparación del juicio y, es en ellas 
donde actúan las tres grandes partes del proceso penal: el 
fiscal, la defensa y el juez; finalmente, está el juicio. 

El CNPP, en su artículo 213, presenta una defini-
ción muy clara del propósito de una investigación penal, 
y señala como su objeto que, el Ministerio Público reúna 
indicios para el esclarecimiento de los hechos y, en su 
caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio de la 
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acción penal −o llevar el asunto ante un juez− la acusa-
ción contra el imputado −quien eventualmente resultaría 
responsable de la comisión de un delito− y la reparación 
del daño. 

Hay que señalar que en 2016 cambió la forma del 
proceso penal: se pasó de un modelo mixto o inquisitivo 
a un sistema penal acusatorio. En el proceso anterior la 
prueba no se producía frente al juez, se consideraba como 
prueba todo documento que se integrara a la averigua-
ción previa, como declaraciones de testigos, informes de 
peritos o constancias de la autoridad. Se asumía que el 
juez tenía conocimiento de ese caudal probatorio. En 
contraste, el sistema penal acusatorio, mismo que rige en 
la actualidad, tiene un componente oral importante: la 
prueba se produce en audiencia frente a un juez de con-
trol mediante interrogatorios y contrainterrogatorios de 
testigos o peritos. Ya no es suficiente que el fiscal pre-
sente una serie de documentos ante el juez, sino que 
ahora es necesario allegarse de un testigo, entre los que se 
encuentran los peritos o testigos expertos, que presente y 
defienda los datos de prueba durante la audiencia. De 
esta manera, el trabajo de los peritos en el nuevo sistema 
tiene dos partes, la primera, es de gabinete y consiste en 
elaborar el dictamen que se presenta por escrito en la 
etapa de investigación y, la segunda, durante la audiencia, 
al exponer la información que se tuvo a la vista para 
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elaborar su dictamen y defender las conclusiones del 
mismo frente al juez.

El dictamen, como una herramienta técnica que se 
produce desde diversas disciplinas, resulta fundamental 
para el esclarecimiento de los hechos. Cuando los resulta-
dos del uso de esta herramienta técnica se plasman en un 
documento formal llamado dictamen, éste puede usarse 
como dato de prueba. 

Hay que destacar que, generalmente, todo inicia 
con la presentación de una denuncia o querella ante la 
Fiscalía General de la República. Ésta puede venir de ciu-
dadanos o, como sucede en la gran mayoría de los casos, 
de autoridades. 

Cuando un particular presenta una denuncia, gene-
ralmente narra lo que le consta o lo que vio. No es impres-
cindible que presente pruebas. Las denuncias también 
pueden provenir de parte de una autoridad, particular-
mente de aquéllas que se dedican a la fiscalización. En 
cualquier caso, en la denuncia se narran hechos que el 
denunciante considera podrían ser un delito; entonces, se 
abre una carpeta de investigación y se reúne un conjunto 
de datos de pruebas para determinar si lo que se plasma 
en la denuncia efectivamente ocurrió y si esto encuadra 
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con la definición de algún delito o, como se le conoce 
formalmente, un tipo penal.

Generalmente, un caudal probatorio, que es el pro-
ducto del trabajo de fiscalización, como una auditoría, 
acompaña a esas denuncias. En la Auditoría Superior de 
la Federación (ASF) hay una Dirección General de Audi-
toría Forense. De acuerdo con el artículo 19 bis, fracción 
I de su Reglamento Interior,2 este tipo de auditoría: 

[…] tiene como objeto la revisión de los procesos, 

hechos y evidencias para la detección o investigación de 

los actos u omisiones que impliquen alguna irregulari-

dad o conducta ilícita, con el propósito de documentar 

con pruebas válidas y suficientes las conclusiones deri-

vadas de los hallazgos e irregularidades detectadas, apo-

yándose cuando así se requiera, con la tecnología y 

herramienta forense para el desarrollo de sus investiga-

ciones (ASF. 2010)

Debe subrayarse que las forenses, a diferencia de otro 
tipo de auditorías, tienen como propósito específico 
recopilar evidencia sobre la posible comisión de una falta 
administrativa grave o un delito y presentar la denuncia 

2  El texto más reciente del Reglamento se publicó el 20 de enero de 2017. Lo 
correspondiente a las auditorías forenses se detalló en la reforma al Reglamen-
to publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de abril de 2010. 
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correspondiente ante la autoridad administrativa o penal 
competente.3 Por lo tanto, las auditorías forenses, y par-
ticularmente las pruebas que acompañen las denuncias 
penales que se desprendan de ellas, pueden ser especial-
mente relevantes para el combate a la corrupción en el 
ámbito penal. 

Una vez abierta la carpeta de investigación se puede 
llegar a dos tipos de conclusiones o, como se llaman en el 
lenguaje jurídico penal, determinaciones. Por un lado, se 
puede determinar la investigación sin llegar a un juicio; 
esto puede deberse a que se concluye que los hechos no 
ocurrieron; que ocurrieron, pero no constituyen un deli-
to,4 o que constituyen un delito cuya investigación es 

3  Así lo señalan Guillermo Williams Bautista, en la colaboración titulada: 
Importancia del informe de auditoría forense para deducir las cantidades per-
didas por fraude en las empresas, publicada en noviembre de 2020 en Contadu-
ría Pública; e Ivone Henestrosa Matus, en el Boletín informativo no. 14, de la 
Vicepresidencia del Sector Gubernamental, del Instituto Mexicano de Conta-
dores Públicos, IMCP, con el artículo: La auditoría forense y su importancia en 
el combate a la corrupción.
4  Una persona que presenta una denuncia puede considerar con toda razón 
que una conducta que presenció o que le causó un perjuicio es muy grave y 
represente un deliro; sin embargo, el derecho penal es de aplicación estricta. Es 
decir, para determinar que una conducta encuadra en un delito, los hechos de-
ben ajustarse exactamente a lo que dice la norma penal. Las definiciones de los 
delitos (o, formalmente, tipos penales) no pueden aplicarse por analogía. En-
tonces, incluso si la conducta ocurrió, pero no hay un tipo penal que le corres-
ponda exactamente, no se trata de algún delito.
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competencia de otra área de la Fiscalía General;5 que le 
corresponde conocer de la conducta delictiva a alguna 
autoridad del fuero común; o la persona investigada llega 
a un acuerdo para aceptar su responsabilidad y reparar 
los daños sin llegar a un juicio.6 O, incluso, de manera 
excepcional, el Ministerio Público puede decidir aplicar 
un criterio de oportunidad.

El otro tipo de determinación es el ejercicio de la 
acción penal, que implica llevar el caso penal ante  
la autoridad jurisdiccional. El Ministerio Público tiene el 
monopolio de la acción penal; es decir, solo uno de sus 
agentes ministeriales puede solicitar a un juez que 
conozca de un caso. 

5  Como se indicó arriba, la Fiscalía General de la República cuenta con diver-
sas áreas o fiscalías especializadas, que se enfocan en investigar ciertos tipos de 
delitos. Una de esas áreas es la Fiscalía Especializada en materia de Combate  
a la Corrupción (FEMCC) El artículo 13 de la Ley de la Fiscalía General de la 
República señala la distribución de competencias por tipos de delitos entre  
las diversas fiscalías especializadas. Hay algunos delitos de corrupción que se 
parecen a otros delitos, con la diferencia de que, en el primer caso, lo comete un 
servidor público en ejercicio de sus funciones y, en el segundo caso no es así. 
Esto ocurre, por ejemplo, con algunas fracciones del delito de ejercicio ilícito 
del servicio público (cuya investigación corresponde a la FEMCC) y con el 
delito de fraude (que recae en otra área de la Fiscalía General). 
6  Uno de los propósitos del sistema de justicia penal acusatorio es agilizar los 
procesos. En el sistema inquisitorio era frecuente que los juicios duraran mu-
cho tiempo y que la pena impuesta no justificara el tiempo invertido en el pro-
ceso. Por ello, en el sistema acusatorio se introdujo la figura de procedimiento 
abreviado, bajo la que se puede omitir el juicio, pero también asegurando que 
la persona investigada asuma su responsabilidad. 
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La segunda etapa del proceso penal inicia cuando se 
presenta la acusación al juez: el Ministerio Público expone 
por qué considera que una persona es presuntamente  
responsable de ciertos hechos que encuadran en un posi-
ble delito. La acusación se presenta en la llamada audien-
cia inicial. Aquí se deciden los hechos que se van a juzgar; 
y luego suele otorgarse un periodo adicional de investiga-
ción. Posteriormente hay una audiencia intermedia en la 
que se determina qué pruebas se presentarán en el juicio.  

Finalmente, en la etapa de juicio, tanto el Ministerio 
Público como el imputado presentarán sus pruebas para 
demostrar su culpabilidad o inocencia. El juicio es oral e 
ininterrumpido, para evitar su prolongación innecesaria. 

Solo se puede decir que una persona es culpable de 
haber cometido un delito hasta que el tribunal de enjui-
ciamiento emita una sentencia condenatoria, debiendo 
condenar solo cuando llega a la convicción de su culpabi-
lidad más allá de toda duda razonable. Previo a esta sen-
tencia, debe prevalecer en todo momento la presunción 
de inocencia del imputado. La sentencia condenatoria 
que, en su caso se dicte, incluye tiempo en prisión, una 
multa y/o la reparación del daño.
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Investigaciones penales de delitos  
por hechos de corrupción
La FEMCC, que es parte de la Fiscalía General de la 
República, investiga delitos por hechos de corrupción. 
Estos se tipifican en el Libro Segundo, Título Décimo del 
Código Penal Federal (CPF) que establece como delitos 
los siguientes: 

Para que se actualice la competencia de la Fiscalía Especia-
lizada en materia de Combate a la Corrupción de la Fis-
calía General de la República, la investigación debe versar 
solo sobre los posibles delitos por hechos de corrupción 
de carácter federal. Por el contrario, cuando se trata de 
delitos de corrupción de carácter local, corresponde a cada 
una de las entidades federativas donde hay fiscalías espe-
cializadas en materia de combate a la corrupción, las cuales 

Fuente: Elaboración propia a partir del Código Penal Federal (2024)
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investigan los delitos por hechos de corrupción en térmi-
nos del código penal de cada entidad.

Para que se considere que la competencia de investi-
gar corresponde a la federación, debe haber participado un 
servidor público del ámbito federal, ya sea legislativo, judi-
cial, ejecutivo o de algún órgano constitucional autónomo. 
En principio, también debe haber involucrados recursos 
públicos que tengan su origen en la federación;7 sin 
embargo, dado que en la práctica el ejercicio del gasto fre-
cuentemente mezcla recursos federales y estatales, no 
resulta tan evidente hacer la distinción en este aspecto. 
Hasta el momento, se ha adoptado el criterio de que las 
fiscalías anticorrupción estatales investiguen el ejercicio de 
recursos que lleven a cabo las autoridades de sus entidades 
federativas. 

7  Específicamente, el artículo 212 del CPF indica el ámbito de aplicación de 
los delitos por hechos de corrupción:
Artículo 212.- Para los efectos de este Título y el subsecuente, es servidor 
público toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cual-
quier naturaleza en la Administración Pública Federal centralizada o en la 
del Distrito Federal, organismos descentralizados, empresas de participación 
estatal mayoritaria, organizaciones y sociedades asimiladas a éstas, fideico-
misos públicos, empresas productivas del Estado, en los órganos constitucio-
nales autónomos, en el Congreso de la Unión, o en el Poder Judicial Federal, 
o que manejen recursos económicos federales. Las disposiciones contenidas 
en el presente Título, son aplicables a los Gobernadores de los Estados, a los 
Diputados, a las Legislaturas Locales y a los Magistrados de los Tribunales  
de Justicia Locales, por la comisión de los delitos previstos en este Título,  
en materia federal.
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Los delitos por hechos de corrupción en México 
tienen algunas particularidades. El bien jurídico que tute-
lan es el correcto ejercicio del servicio público. Por ello, 
generalmente no hay un particular que específicamente 
haya tenido una afectación, sino que la víctima indirecta 
suele ser el Estado o la sociedad en su conjunto. Además, 
los delitos por hechos de corrupción no siempre incluyen 
un elemento monetario; así sucede en los tipos penales de 
intimidación, el abuso de autoridad o la coalición de ser-
vidores públicos. Precisamente por el bien jurídico que se 
tutela, el sujeto activo del delito tiene en la mayoría de los 
casos la calidad de servidor público. Solo en casos especí-
ficos podrían imputárseles a particulares o a personas 
morales, pero siempre en relación con un funcionario 
público o el uso de recursos públicos. 

Finalmente, se debe destacar que, de acuerdo con la 
Ley de la Fiscalía General de la República, la investigación 
de operaciones con recursos de procedencia ilícita o, como 
comúnmente se le llama, lavado de dinero, que pueden 
tener los delitos de corrupción como conducta precedente, 
se presupone distinta y a cargo de otra área de la investi-
gación de delitos por hechos de corrupción. Sin embargo, 
en esa misma ley, en vigor desde 2021, se estipula en el 
artículo 13, fracción IX, que se debe privilegiar la no frag-
mentación de las investigaciones. Esto implica que cuando 
hay varios delitos relacionados con un mismo presunto 
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hecho delictivo, una sola fiscalía especializada puede 
investigarlos todos a pesar de que, en sentido estricto, no 
estén inicialmente dentro de su competencia. 

Los dictámenes contables  
en las investigaciones penales
Una vez descrito qué es una investigación penal, corres-
ponde hablar del lugar que los dictámenes contables tie-
nen en ellas. 

En 2019, el Instituto Mexicano de Contadores 
Públicos editó el libro Peritaje contable en la impartición 
de justicia (en adelante, Peritaje contable) Una de las vir-
tudes de esta obra es que, gracias a que es muy concisa, 
presenta varias ideas de forma muy práctica para enten-
der la importancia de los dictámenes o peritajes contables 
en tareas jurisdiccionales, incluyendo la procuración de 
justicia. Retomaré algunos puntos de este trabajo para 
esta parte de mi exposición. 

El CPF es la parte sustantiva de la legislación penal. 
Cada una de las entidades federativas tienen su propio 
código penal estatal; sin embargo, hay un solo Código 
Nacional de Procedimientos Penales (CNPP) aplicable a 
nivel federal y para todas las entidades federativas, que 
indica las reglas formales que deben seguirse para la 
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investigación y persecución de las conductas que indica el 
Código Penal Federal. 

El dictamen pericial −en general, para cualquier 
materia− tiene su fundamento en el artículo 368 del 
CNPP, como uno de los tipos de prueba válidos en la 
etapa de juicio. En ese artículo se indica que puede ofre-
cerse una prueba pericial cuando sea necesario tener 
conocimientos especiales en alguna ciencia, arte, técnica 
u oficio para examinar personas, objetos o circunstancias 
relevantes para el proceso penal; y por supuesto, la conta-
bilidad es uno de los campos en los que se necesita ese 
conocimiento especial que señala el Código. 

¿Para qué se requiere ese conocimiento especial? Un 
juez no puede ser experto en todas las materias o en todos 
los tipos penales, particularmente en aquellos que pueden 
requerir de conocimientos muy técnicos para darle conte-
nido a alguno de sus elementos. En el libro Peritaje conta-
ble, esto se indica con claridad y contundencia: 

[…] el juez lo necesita para dilucidar una cuestión res-

pecto de la cual carece de conocimientos básicos que le 

orienten en sus decisiones, […] y del saber de los peritos 

dependerá el éxito o fracaso de una acción o defensa 

(Peritaje contable. 2019:20)
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El dictamen contable se enfoca en estudiar el flujo de 
patrimonio, bienes o recursos que están relacionados 
con la probable comisión de un delito. Este estudio 
deberá ser objetivo y apegado a ciertas normas naciona-
les e internacionales. 

Entre esas normas están las que aplican de forma más 
general a la disciplina contable, como las Normas de Infor-
mación Financiera (NIF) además, dado que el peritaje 
contable en el ámbito penal implica un trabajo forense, la 
Fiscalía General de la República cuenta con un Manual de 
Calidad e instructivos de trabajo, producto de la estanda-
rización del procedimiento para la elaboración de un dic-
tamen pericial contable, donde se señalan genéricamente 
los delitos en los que conviene hacer peritajes contables. 

A la par, los colegios como el Colegio de Contado-
res Públicos de México, han hecho un trabajo esencial en 
la estandarización de reglas y de conocimiento; y la cer-
tificación que proveen, permite asegurar la calidad del 
trabajo de sus integrantes en temas como el estricto 
apego a las normas de la materia, lo que da la posibilidad 
de que cualquier perito pueda revisar o analizar el tra-
bajo que haya hecho otro par. Este trabajo de sistemati-
zar las normas periciales desde los diversos colegios, 
permite fortalecer la naturaleza científica de los peritajes 
que realiza la Fiscalía General de la República. 
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Todos los peritos con los que cuenta la Fiscalía 
General de la República, incluyendo los contables, reci-
ben capacitación en conocimientos técnico-jurídicos y, 
estando adscritos a la Agencia de Investigación Criminal, 
dan servicio a todas las áreas de la Fiscalía General de la 
República. 

El conocimiento que tengan los peritos y cómo lo 
apliquen a las necesidades del agente del Ministerio Público 
para tratar de probar la comisión de un delito, puede hacer 
la diferencia entre que prospere o no un caso ante la auto-
ridad judicial. Esto es porque sus resultados y su presen-
tación en forma de declaración en un juicio son elementos 
fundamentales que contribuyen a acreditar cómo ocurrió 
un hecho y bajo qué circunstancias, o a descartar esa posi-
bilidad (Peritaje Contable 2019:29). 

Como se mencionó, el Ministerio Público es el único 
que puede ejercitar la acción penal. Por lo tanto, conoce a 
detalle todos los elementos de los tipos penales, su expe-
riencia sirve de guía al perito para encontrar la mejor forma 
de probarlos y, por ello, es quien conduce la investigación. 
Así, el Ministerio Público plantea una serie de preguntas 
al perito contable, experto en esa materia y cuyas respues-
tas ayudarían a probar o dar indicios de que se cometió 
o no un delito, llevando a la judicialización del caso, o de 
que no se cometió, dando pie a una determinación de no 
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ejercicio de la acción penal. De este modo, la relevancia 
que puede tener el dictamen contable en las investigacio-
nes penales por delitos por hechos de corrupción exige un 
trabajo en equipo muy de cerca entre el agente del Minis-
terio Público y el perito contable. 

Los delitos por hechos de corrupción  
y el dictamen contable
La Fiscalía Especializada en materia de Combate a la 
Corrupción inició operaciones en marzo de 2019. Desde 
entonces y para finales de febrero de 2024, se han iniciado 
4,085 carpetas de investigación. En 552 de ellas (13.5%) 
se ha solicitado la elaboración de un dictamen contable, 
como se muestra en el siguiente cuadro:

Los dictámenes contables se utilizan para tres fines en las 
investigaciones de delitos por hechos de corrupción: 

Fuente: Elaboración propia
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•	 Determinar discrepancias contables. Por ejem-
plo, en las investigaciones de enriquecimiento 
ilícito, detectar discrepancias entre las distintas 
fuentes que pueden dar cuenta del patrimonio de 
las personas. 

•	 Hacer comprobaciones contables. Por ejemplo, en 
las investigaciones de peculado, para tener certeza 
(o no) de que un gasto se realizó.

•	 Realizar cuantificaciones contables. Esto sirve 
para determinar montos, por ejemplo, de enrique-
cimientos ilícitos, recursos faltantes −lo que indi-
caría el tamaño del daño al erario− o erogaciones 
hechas por alguna dependencia. 

•	 Es decir, los dictámenes contables se usan en deli-
tos que requieren del análisis sobre el patrimonio 
de un funcionario público o del flujo y ejercicio de 
recursos públicos. 

Peculado, uso ilícito de atribuciones y facultades y 
ejercicio ilícito del servicio público
De todas las carpetas en las que se han solicitado dictáme-
nes contables, peculado es el delito más común, represen-
tando 45%. Notablemente, peculado también es el delito 
por el que más carpetas se han abierto, como se refleja en 
la tabla siguiente:
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El peculado es el delito en el que el servidor público o la 
persona a quien la federación entrega recursos públicos, 
los aplica para un fin distinto a aquél para el que esta-
ban asignados. El propósito del dictamen contable en 
las investigaciones penales por este delito es el análisis 
del flujo del dinero a fin de determinar si hubo un des-
vío de recursos públicos en dos aspectos. Por un lado, si 
esos recursos tuvieron el uso que normativamente debían 
tener; y por el otro, que el flujo de esos recursos, desde 
la ministración inicial hasta su ejercicio, haya ocurrido 
sin que se hubieran usado, incluso temporalmente, para 
otros fines. 

Para la elaboración de un dictamen contable para 
peculado, se analizan registros del flujo de recursos de 
una dependencia o programa públicos. Es decir, se tienen 
que hacer comprobaciones contables de gastos en contra-
tos y adquisición de obra pública y verificar que éstos 
correspondan al objeto presupuestal de los recursos. 

Fuente: Elaboración propia
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De nuevo, el agente del Ministerio Público tendría 
que proveer al perito contable de toda la documentación 
de las dependencias públicas a analizar y plantearle pre-
guntas específicas sobre el flujo y destino de los recursos 
públicos; sin embargo, dado que el tipo penal incluye el 
elemento de beneficio al funcionario público o a un ter-
cero, también podría ser necesario el estudio del patrimo-
nio de la persona que se hubiera beneficiado. 

Hay otros dos delitos, el uso ilícito de atribuciones y 
facultades, consignado en el artículo 217 del Código Penal, 
y el ejercicio ilícito del servicio público, señalado en el 
artículo 214, especialmente en la fracción III, en los que 
el objeto del dictamen contable es algo similar a lo que 
ocurre en las investigaciones por peculado. 

El uso ilícito de atribuciones y facultades implica 
otorgar permisos, licencias o contratos ilícitamente, es 
decir, contraviniendo las leyes que apliquen para el bien  
o servicio del que se trate y en perjuicio del patrimonio o 
del servicio públicos. 

Por su parte, el ejercicio ilícito del servicio público 
ocurre, entre otras circunstancias cuando, por cualquier 
acto u omisión, un servidor público sepa que por su cargo 
puede afectar el patrimonio público y no lo evite o informe. 
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Como puede observarse, en estos dos delitos el obje-
tivo del dictamen contable puede ser semejante a lo que 
ocurre en el peculado porque en todos ellos se requiere 
identificar flujos de recursos públicos, comprobar su des-
tino y cuantificar los bienes o servicios que se hayan 
adquirido con ellos o los que se hayan dejado de adquirir.

El otro delito en el que el dictamen contable es espe-
cialmente relevante es el enriquecimiento ilícito. A dife-
rencia de los tres que ya se mencionaron, en los que el 
dictamen estudia el patrimonio y los recursos públicos, 
en el caso de enriquecimiento ilícito el dictamen contable 
estudia el patrimonio de un servidor público.

El enriquecimiento ilícito es un delito muy particu-
lar. De acuerdo con el artículo 224 del Código Penal 
Federal, este delito ocurre cuando un servidor público no 
puede acreditar el legítimo aumento de su patrimonio o la 
legítima procedencia de los bienes a su nombre o de aqué-
llos respecto de los cuales se conduzcan como dueño él, 
su cónyuge o dependientes económicos. 

Generalmente, la Secretaría de la Función Pública 
(SFP) presenta ante la FEMCC denuncias penales por 
este delito, lo cual se debe a que, en ejercicio de sus facul-
tades de fiscalización de las declaraciones patrimoniales, 
es la SFP quien revisa la evolución del patrimonio de los 
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servidores públicos y cruza esos datos con lo que se con-
signa en la declaración fiscal, la información financiera y 
de bancos, ya que el ejercicio de sus funciones la faculta 
para acceder a esta información. Si el servidor público en 
cuestión no realiza las aclaraciones correspondientes, la 
SFP, además de las acciones administrativas que consi-
dere pertinentes, presenta una denuncia penal. 

Es común que la SFP inicie un procedimiento 
administrativo por enriquecimiento oculto, tipificado en 
el artículo 60 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas (LGRA) y que, a partir de sus hallaz-
gos, presente una denuncia penal por probable enriqueci-
miento ilícito; sin embargo, hay que recordar que las vías 
administrativa y penal son distintas e independientes. En 
muy buena medida esto es así porque las reglas procesa-
les y los estándares probatorios son muy diferentes en 
cada ámbito. 

En su investigación administrativa, la SFP realiza 
su propio dictamen contable, pero éste no se traslada 
automáticamente al ámbito penal. La Fiscalía está obli-
gada a que sus propios peritos realicen el trabajo pericial 
de acuerdo con las reglas procesales penales. 

Una de las diferencias más importantes entre las 
reglas procesales administrativas y penales es que en el 
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segundo ámbito se requiere control judicial para muchas 
actuaciones, como la que necesita el agente del Ministerio 
Público para obtener toda la documentación relacionada 
con el patrimonio de una persona, por ejemplo, los esta-
dos de cuenta bancarios originales, que después dará al 
perito para su análisis. 

Este dictamen contable se elaboraría a partir de dos 
elementos. Primero, todo el caudal probatorio sobre la 
información patrimonial, fiscal y financiera que recopile 
el agente del Ministerio Público para que el perito conta-
ble la estudie. Entre más información tenga el perito, más 
exhaustivo será su dictamen y por lo tanto, tendrá mayor 
utilidad como medio de prueba en el proceso penal. El 
segundo elemento para elaborar el dictamen contable es 
la serie de preguntas que el agente del Ministerio Público 
busca que responda el perito. Lo más recurrente es asegu-
rarse de la congruencia, veracidad y legalidad del origen 
del patrimonio del servidor público; es decir, rastrear  
el dinero y los bienes hasta asegurarse que provienen o no 
de una fuente permitida por la ley. 

Tránsito hacia dictámenes contables  
sobre corrupción
El dictamen contable que resulta de mayor utilidad en 
el marco de una investigación penal es el que goza de la 
mayor colaboración entre el agente del Ministerio Público, 
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responsable de la conducción de la investigación y, el 
perito contable, quien dará su opinión profesional sobre 
el tema específico que se le planteé. 

Este trabajo en conjunto tiene como condición nece-
saria un diálogo constante entre la autoridad ministerial y 
el perito contable. Esto ocurre desde que el agente del 
Ministerio Público solicita la elaboración del dictamen 
hasta, en su caso, cuando el agente del Ministerio Público 
prepara al perito para que declare en un juicio sobre los 
hallazgos que hizo en la elaboración del dictamen.

En términos generales, este diálogo debe descansar 
sobre la base de un lenguaje compartido y, me parece que 
la práctica debe transitar hacia la elaboración de dictáme-
nes contables específicamente para su uso en investiga-
ciones de delitos por hechos de corrupción.

En la FEMCC hemos encontrado que la primera 
parte de la conversación entre los agentes del Ministerio 
Público y los peritos contables es para clarificar términos. 
Esto podría parecer bastante menor, pero puede tener un 
gran impacto sobre los hallazgos que se presenten en  
el dictamen. Por ejemplo, recordemos que el propósito 
del dictamen contable en las investigaciones por enrique-
cimiento ilícito es determinar el origen del incremento 
del patrimonio de un servidor público. Algunos peritos 
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han comentado que los términos “indebido”, “ilícito” o 
“no identificado” pueden tener implicaciones distintas 
para la elaboración del dictamen; en cambio, para el 
agente del Ministerio Público, quien tiene claridad sobre 
el tipo penal que investiga, esos términos son, en la prác-
tica, equivalentes. 

En un sentido similar, hemos observado que podría 
haber interpretaciones encontradas sobre algunas reglas 
contables. Uno de los ejemplos más claros es la manera 
en cómo se consideran las tarjetas de crédito y otro tipo 
de créditos. Al ser deudas, bien puede decirse que, en 
sentido estricto, los bienes que las generaron no pueden 
considerarse parte del patrimonio de una persona por-
que se siguen pagando; sin embargo, si un servidor 
público cubre una deuda que está más allá de su capaci-
dad de pago, el origen de los recursos con los que se están 
haciendo esos pagos bien pueden incluirse en los dictá-
menes contables. 

Dada la importancia de los dictámenes contables en 
la investigación de los dos principales delitos por hechos 
de corrupción, peculado y enriquecimiento ilícito, es 
imprescindible que ambas disciplinas, la contabilidad y el 
derecho penal, se acerquen. 
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Estoy convencida de que espacios como el Semina-
rio Universitario de Gobernabilidad y Fiscalización de la 
Facultad de Contaduría y Administración de la UNAM, 
así como otros esfuerzos más específicos, como pueden 
ser talleres o cursos especializados, pueden ayudar nota-
blemente a dar pasos sólidos en esta dirección.  Los agen-
tes del Ministerio Público podrían profundizar su 
conocimiento sobre los requisitos documentales que 
necesita un perito contable para elaborar su dictamen y, 
los peritos podrían tener mayor claridad sobre cómo su 
trabajo contribuirá a la judicialización de los casos. De 
esta manera, la interacción entre peritos y fiscales será 
más rica y eficiente. 

Otro tema importante es la complejidad de los deli-
tos por hechos de corrupción, en cuanto a la sofisticación 
con la que fluyen los recursos en el marco de contratacio-
nes públicas. 

El esquema más sencillo sería que la dependencia A 
contrate a la empresa B para la provisión de un bien o 
servicio, y que la empresa B directamente se encargue de 
ello; sin embargo, puede ocurrir que esa empresa a su vez 
subcontrate a otras empresas o a grupos de empresas para 
ejecutar el contrato, o que esa empresa sea parte de un 
conglomerado que requiera que una parte del contrato se 
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ejecute en la empresa B y en otras empresas que forman 
parte del mismo grupo. 

Es un reto que tienen los dictámenes contables para 
coadyuvar en el seguimiento al flujo de los recursos para 
determinar si se desvían o no de su propósito, y también 
para verificar si los recursos llegan a una empresa que fac-
tura operaciones simuladas, mejor conocidas como EFOS 
o, coloquialmente nombradas como empresas-fantasma. 

La realidad ha mostrado que la contratación de ese 
tipo de empresas es una forma recurrente de desviar 
recursos públicos de su destino. El dictamen contable 
puede contribuir ampliamente a señalar a cuáles empresas 
se van los recursos y qué uso se les da.
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El Seminario Universitario de Gobernabilidad y 
Fiscalización, SUG, es uno de los seminarios per-
manentes adscritos a la Secretaría de Desarrollo 
Institucional de la Universidad Nacional Autónoma 
de México, la cual articula sus tareas en torno a la 
innovación académica y al fortalecimiento institu-
cional, en concordancia con el Plan de Desarrollo 
establecido por la Rectoría de la UNAM.
El SUG tiene su sede en la Facultad de Contadu-
ría y Administración (FCA) y desde su fundación en 
septiembre de 2014 organiza y lleva a cabo confe-
rencias, mesas redondas y otras actividades aca-
démicas, alentando la investigación y la discusión 
sobre la gobernabilidad y la fiscalización, sus bases 
conceptuales y otras reflexiones críticas, así como 
múltiples temas relacionados con dichos principios.
Promueve el intercambio de experiencias, la coo-
peración de instituciones con expertos nacionales y 
de otros países, realiza actividades editoriales para 
divulgar sus trabajos y contribuir a la mejor compren-
sión y cumplimiento de los dos postulados objeto de 
su estudio y de otros conceptos fines, tales como: 
ética pública, auditoría y evaluación del desempeño, 
administración y control gubernamental, rendición de 
cuentas, gobierno corporativo e información de las 
organizaciones.

Las reformas constitucionales de 2014 son un referente importante en 
el combate a la corrupción, cáncer social que ocupa un lugar priorita-
rio en la agenda nacional.

Entre estas reformas, está la transición de la Procuraduría General 
de la República a la Fiscalía General de la República, y con ello a 
la creación de la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la 
Corrupción, cuya titular y responsables del inicio de actividades es 
la doctora María de la Luz Mijangos Borja, quien comparte la im-
portancia del dictamen contable para cumplir con la procuración de 
justicia; lo que nos permite reafirmar la relevancia de la profesión 
contable y analizar los retos que los peritos contables enfrentan en 
esta especialización.
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